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UN MOMENTO CRÍTICO PARA MÉXICO: LA REVISIÓN DEL T-MEC Y LA REFORMA AL PODER JUDICIAL MEXICANO 

Este mes de julio de 2026 arrancó la revisión del Tratado entre México, Estados Unidos y 
Canadá (T-MEC), el mecanismo que cada seis años obliga a México, Estados Unidos y Canadá 
a evaluar si el tratado continúa, se ajusta o se renegocia. Esta revisión llega en un momento 
en el que México enfrenta uno de los cambios institucionales más profundos de su historia 
reciente: la sustitución completa de su poder judicial, federal y local, mediante voto popular. 
Tras el inicio de julio, el gobierno de Estados Unidos de América anunció la decisión de no 
renovar el T-MEC de manera automática por 16 años más, señalando virtualmente como la 
fecha de conclusión en julio de 2036 y sometiendo el tratado actual a revisiones consecutivas 
anuales. 

Distintas provisiones del T-MEC establecen que los Estados deben otorgar a las inversiones 
extranjeras un estándar mínimo de trato basado en el derecho internacional 
consuetudinario, que incluye trato justo y equitativo —no negar justicia, respetar el debido 
proceso— y protección y seguridad plenas. Este estándar no exige más de lo que ya exige el 
derecho internacional, aunque sí exige un sistema judicial capaz de garantizar debido 
proceso de manera consistente y predecible. 

En aras de entender cuáles son los elementos problemáticos de la reforma judicial de 2024, 
la “reforma de la reforma” de 2026, el balance de los resultados de las elecciones de jueces 
y la relevancia del proceso de negociaciones anuales a las que se someterá México de cara 
a sus obligaciones emanadas del T-MEC y la relevancia de seguir siendo un socio confiable 
para atraer inversión externa, actualizamos esta guía que inicialmente fue publicada en 2025 
incorporando algunos de las novedades más importantes. 

 

 

 

https://www.brookings.edu/articles/usmca-review-reviewed-lessons-from-the-first-use-of-usmcas-review-mechanism/
https://www.brookings.edu/articles/usmca-review-reviewed-lessons-from-the-first-use-of-usmcas-review-mechanism/
https://ustr.gov/about/policy-offices/press-office/press-releases/2026/july/ambassador-greer-issues-statement-usmca-joint-review
https://ustr.gov/about/policy-offices/press-office/press-releases/2026/july/ambassador-greer-issues-statement-usmca-joint-review
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ANTECEDENTES DE LA REFORMA JUDICIAL 

La reforma judicial de México publicada el 15 de septiembre de 2024 en el Diario Oficial de 
la Federación cambió el funcionamiento de la judicatura a nivel federal y local. Las variables 
de los efectos que puede tener son impredecibles tomando en cuenta que es una reforma 
que no tuvo un diagnóstico previo. Esta reforma generó preocupaciones e incertidumbre 
sobre el posible impacto en el ambiente de inversiones tan fluctuante por distintos 
acontecimientos sucediendo a nivel global, particularmente por el riesgo de falta de 
seguridad jurídica que implica un cambio completo del sistema de impartición de justicia.   

A más de un año de la reforma, los efectos ya se han hecho presentes después de la 
celebración del primer proceso electoral en junio de 2025. Al respecto, organismos 
internacionales dieron cuenta de las distintas irregularidades que acontecieron durante la 
jornada electoral, como lo fue el uso de acordeones el día de la elección coincidente con los 
perfiles que finalmente ganaron el proceso en las distintas posiciones votadas, la baja 
participación ciudadana, el apoyo indebido del Estado respecto sus candidatos así como los 
distintos vacíos normativos que generaron incertidumbre sobre las etapas del proceso de 
selección de perfiles. 

El balance ha sido tal que en junio de 2026 se presentó y aprobó nuevamente una reforma 
para, por un lado, mover el siguiente proceso electoral que sustituirá nuevamente a personas 
juzgadoras a 2028, en lugar de 2027, y por el otro agregar algunas reglas electorales que no 
se cumplieron en el último proceso.  

La sustitución completa de todas las personas juzgadoras federales y locales que tuvo lugar 
en 2025 y se consolidará en 2028, así como la modificación estructural a la composición de 
todas las judicaturas a nivel nacional eliminó la experiencia de juezas y jueces que poseen 
años de conocimiento técnico sobre sus materias, sobre la legislación procesal, sobre los 
precedentes construidos a lo largo del tiempo, y lo sustituyó con personas que no tienen 
experiencia jurisdiccional en la materia que ejercerán en el cargo. 

Esta guía ofrece un análisis conciso sobre los principales riesgos y puntos a considerar en 
las estrategias de empresas para trabajar con esta reforma. No pretende ser un estudio 
exhaustivo ni definitivo sobre todas las aristas e implicaciones económicas bajo las cuales 
puede encuadrarse la reforma judicial, pero sí en ser una guía inicial para exponer un 
panorama sobre los puntos relevantes.1 

 
1 Para mayor abundamiento sobre el Sistema Judicial Federal de México, desde el Cyrus R. Vance Center for International Justice 
preparamos un Diagnóstico sobre Independencia Judicial disponible para su consulta en: https://bit.ly/VCDJFLAM   

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5738985&fecha=15/09/2024#gsc.tab=0
https://www.eleconomista.com.mx/politica/aceptan-falta-diagnostico-reforma-judicial-20241112-733979.html
https://www.oas.org/fpdb/press/2025_MEXICO_MOE_Elecciones_Judiciales_-Informe_Preliminart_ESP.pdf
https://bit.ly/VCDJFLAM
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¿QUÉ DICE EL T-MEC SOBRE TODO ESTO?  

Antes de presentar los principales cambios establecidos como resultado de la reforma 
judicial, presentaremos de manera breve ¿qué dice exactamente el T-MEC sobre los poderes 
judiciales o la certidumbre jurídica que un país debe ofrecer a sus socios comerciales? 

El Artículo 14.6 del T-MEC establece el estándar mínimo de trato que los Estados deben 
otorgar a las inversiones extranjeras cubiertas por el tratado, basándose en el derecho 
internacional consuetudinario. Este estándar incluye dos conceptos clave: trato justo y 
equitativo, y protección y seguridad plenas. El trato justo y equitativo implica garantizar que 
no se niegue justicia en los procedimientos judiciales, respetando el debido proceso de 
acuerdo con los principios legales globalmente aceptados. Por otro lado, la protección y 
seguridad plenas requieren que el Estado brinde el nivel de protección policial exigido por el 
derecho internacional. 

Además, se aclara que este estándar no obliga a los Estados a proporcionar un trato más 
favorable que el estipulado en el derecho internacional consuetudinario, ni crea derechos 
adicionales para los inversionistas. También se establece que una violación de otras 
disposiciones del T-MEC o de tratados internacionales no constituye automáticamente una 
violación de este artículo, y que el incumplimiento de las expectativas de los inversionistas, 
incluso si genera pérdidas, no se considera por sí mismo una violación. 

Más allá del estándar mínimo de trato que fija el artículo 14.6, resulta relevante notar que el 
T-MEC regula de manera directa varias de las materias que hoy concentran las principales 
preocupaciones del sector privado derivadas de la reforma judicial. Por ejemplo, el Capítulo 
8, relativo a hidrocarburos, contiene disposiciones específicas sobre la relación entre el 
Estado mexicano y los particulares en el sector energético; el Capítulo 21 establece 
obligaciones en materia de política de competencia y libre concurrencia; y el Capítulo 22 
regula el comportamiento de las empresas propiedad del Estado y de las empresas 
designadas como monopolios, incluyendo la exigencia de que operen bajo consideraciones 
comerciales y sin otorgar trato discriminatorio. Estas materias coinciden, no de manera 
casual, con casos y litigios en los que el Poder Judicial mexicano, al resolverlos, ha jugado y 
seguirá jugando un papel decisivo —como lo ilustra el caso de los litigios sobre la Ley de la 
Industria Eléctrica descrito más adelante, y casos sobre energía y sobre permisos, licencias 
y concesiones de todo tipo—. 

En este sentido, la incertidumbre generada por la reforma judicial es un riesgo muy concreto 
y palpable para el estándar de trato justo y equitativo, y sus efectos podrían materializarse 
en algunas de las materias que el propio T-MEC protege, lo cual eleva el nivel de exposición 
y vulnerabilidad de México de cara a la revisión del tratado que iniciará este julio de 2026, y 
de las propias revisiones anuales que serán comunes a partir de ahora.  

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/465796/14ESPInversion.pdf
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A continuación presentaremos los cambios sustanciales de la reforma. 

¿QUÉ FUE LO QUE CAMBIÓ CON LA REFORMA JUDICIAL? 

¿Qué fue lo que cambió con la reforma judicial? 

1. Se modificó el modelo de nombramiento de jueces y magistrados en todo el país, a nivel 
federal y estatal. A nivel federal (y en algunas judicaturas estatales al menos en el nivel 
de jueces) el sistema estaba basado en un servicio profesional de carrera implementado 
mediante exámenes técnicos y méritos profesionales. Se cambió por uno basado en el 
voto popular de una lista de candidatos aprobada por las tres ramas del gobierno 
(ejecutivo, legislativo y judicial). Este cambio de modelo en la elección trae aparejada una 
cesación masiva de jueces federales y locales en dos momentos programados para 2025 
y 2028 (a partir de la reciente reforma de 2026). 

Estas modificaciones se realizaron sin haber primero generado las capacidades 
institucionales, técnicas y operativas de las autoridades electorales y sin considerar los 
elevados costos de realizar una elección tan compleja en tan poco tiempo.  

En principio, esta cesación impactó en la composición de todos los poderes judiciales, 
que se sintetizan en los siguientes órganos señalados por jerarquía: 

a. La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) integrada por 9 integrantes 
(ya no 11). 

b. El Consejo de la Judicatura Federal (CJF), que ahora será dividido en un Tribunal 
de Disciplina Judicial y en un Órgano de Administración Judicial, ambos 
integrados por 5 personas cada uno. 

c. La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
(TEPJF) que se integrará por 7 personas. 

d. Las Salas Regionales del TEPJF, integrados por 3 personas cada una. 
e. Todos los Juzgados de Distrito, Tribunales Colegiados, Centros de Justicia 

Penales, Juzgados Laborales, cuyos números ascienden a alrededor de 1580 
personas juzgadoras. 

f. Los Consejos de la Judicatura de los Estados, cuyo número de integrantes se 
desconocen. 

g. Juzgados y Salas de los Poderes Judiciales de los Estados, que ascienden a 
más de 4398 juzgadores y juzgadoras. 

 

https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/2024/11/19/taddei-cede-ante-morena-ine-acepta-recortar-presupuesto-para-eleccion-judicial-de-2025/
https://www.sitios.scjn.gob.mx/cec/sites/default/files/page/files/2024-06/Ana%CC%81lisis%20de%20la%20iniciativa%20de%20reforma.%20Problemas%20asociados_final.pdf
https://www.sitios.scjn.gob.mx/cec/sites/default/files/page/files/2024-06/Ana%CC%81lisis%20de%20la%20iniciativa%20de%20reforma.%20Problemas%20asociados_final.pdf
https://www.sitios.scjn.gob.mx/cec/sites/default/files/page/files/2024-06/Ana%CC%81lisis%20de%20la%20iniciativa%20de%20reforma.%20Problemas%20asociados_final.pdf
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2. El modelo de disciplina y administración judicial fue modificado sustantivamente al 
crear un Tribunal de Disciplina Judicial encargado de vigilar y sancionar a las personas 
juzgadoras que incurran en actos u omisiones contrarias a la ley, a la administración de 
justicia o a los principios de objetividad, imparcialidad, independencia, profesionalismo o 
excelencia, además de los asuntos que la ley determine. Este modelo de revisión y 
vigilancia resulta atípico, ya que en el sistema anterior la revisión de sentencias emitidas 
por jueces se llevaba a cabo mediante recursos legales resueltos en una segunda 
instancia, y en caso de alguna irregularidad o una denuncia el órgano del gobierno que 
era el Consejo de la Judicatura Federal resolvía sobre estas peticiones de manera 
separada a la actividad jurisdiccional. Existen preocupaciones sobre la amenaza de este 
Tribunal a la independencia judicial, sobre todo tomando en cuenta los hechos que tipifica 
como castigables. Además, conforme al artículo 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, se le otorgó al Tribunal de Disciplina Judicial facultades tanto de 
investigación, substanciación y resolución de los procedimientos de responsabilidad 
administrativa, lo que significa que podrá ser parte que acusa y que juzga a los jueces al 
mismo tiempo.  

Recientemente la Asociación Nacional de Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito 
(JUFED) manifestó su preocupación por distintas notificaciones de procedimientos 
disciplinarios iniciados en contra de personas juzgadoras tanto en activo, como en retiro, 
lo cual sugiere un cambio en las dinámicas disciplinarias al interior de la judicatura, 
consecuentemente esto podría cambiar el balance de incentivos a personas juzgadoras 
sobre las distintas decisiones jurisdiccionales que toman en el día a día. 

La legislación aprobada secundaria disciplinaria, en su artículo 184 con supuestos 
bastantes amplios, termina por establecer que las personas juzgadoras pueden ser 
objeto de disciplina por el sentido de la resolución que emiten y su razonamiento 
probatorio. Este tipo de regulaciones tan ambiguas, de acuerdo con personas juzgadoras, 
está teniendo un efecto inhibitorio, llevando a los jueces a adoptar posturas 
conservadoras o literales (fracción II y VI, por ejemplo) y evitar casos complejos o 
polémicos, lo que compromete el papel del poder judicial como contrapeso frente a otros 
poderes del Estado. En resumen, aumenta el riesgo de abuso por parte de estos órganos 
terminales.2 

 
2 Véase sobre algunas de las preocupaciones concretas que está generando el TDJ, en el statement del New York City 
Bar Association, "Statement Expressing Concerns Over Reprisals and Attacks Against Latin American Judges," May 29, 
2026, https://www.nycbar.org/reports/statement-expressing-concerns-over-reprisals-and-attacks-against-latin-
american-judges/. 

https://latinus.us/mexico/2024/12/9/tribunal-de-disciplina-investigara-jueces-por-ineptitud-descuido-podra-destituirloso-solicitar-juicio-politico-130197.html
https://lasillarota.com/nacion/2026/6/19/jufed-advierte-por-procedimientos-disciplinarios-contra-jueces-en-mexico-604653.html
https://www.nycbar.org/reports/statement-expressing-concerns-over-reprisals-and-attacks-against-latin-american-judges/
https://www.nycbar.org/reports/statement-expressing-concerns-over-reprisals-and-attacks-against-latin-american-judges/
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Además, las facultades tan amplias del Tribunal de Disciplina Judicial transgreden las 
garantías jurisdiccionales establecidas en la Constitución, los tratados internacionales y 
la doctrina jurisprudencial de la SCJN en esta materia. El respeto a dichas garantías es 
indispensable para asegurar que los jueces cuenten con las condiciones necesarias —
como seguridad, prestaciones y un retiro digno— para desempeñar sus funciones con 
independencia e imparcialidad. 

¿CÓMO ES EL NUEVO PROCESO DE SELECCIÓN? 

Como señalamos con anterioridad, México prevé un mecanismo de elección por voto popular 
de candidatos previamente seleccionados por cada uno de los poderes (ejecutivo, legislativo 
y judicial). 

El proceso de elección que introdujo la primera reforma judicial de 2024 cuenta con varias 
fases que lo vuelven complejo y suscitan múltiples cuestionamientos. Como se explicará más 
a detalle, conforme a este nuevo proceso: (i) los Comités de Evaluación de cada poder, a su 
juicio, determinan la legitimación e idoneidad de los candidatos; (ii) depuran la lista de los 
seleccionados mediante insaculación pública (tómbola) para ajustarla al número de 
postulaciones; (iii) los candidatos resultantes pasan a la aprobación de cada poder; y (iv) 
finalmente, el Senado consolida las listas de los tres poderes y envía la lista definitiva al INE. 

La Cámara de Senadores emitió la primera convocatoria general. Esta convocatoria dio los 
lineamientos generales e instrucciones para que cada uno de los poderes comenzara el 
proceso de elección de candidatos. Un primer paso, fue seleccionar un Comité de Evaluación 
por poder, integrado por cinco personas encargadas de recibir expedientes de personas 
reconocidas y de su evaluación.   

Estos Comités integraron un listado de personas mejor evaluadas para cada cargo. De esta 
lista el Comité hace una depuración para ajustarla al número de postulaciones mediante una 
insaculación pública. Posteriormente cada Comité enviará una última lista a la autoridad que 
represente cada Poder para su aprobación y envío al Senado.  

La jornada electoral se realizará y los votos determinarán a los ganadores en cada cargo. 
Finalmente, el INE asignará los cargos según el número de votos obtenidos y las 
especialidades requeridas, alternando entre mujeres y hombres para garantizar la paridad. 
Las constancias de mayoría serán entregadas una vez resueltas posibles impugnaciones.  

Para el primero proceso de elección, algunas preocupaciones fueron que la legislación 
electoral fue emitida fast track sin la suficiente consideración. Además, se cuestionaron las 
credenciales de las personas que forman parte de los Comités de Evaluación, y los criterios 
mediante los cuales se eligieron a centenas de perfiles. El tiempo y la celeridad con la que 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/marjur/marco/senado/Senado_convocatoria_pjf_15oct24.pdf
https://www.proceso.com.mx/nacional/politica/2024/10/7/la-4t-alista-fast-track-las-leyes-secundarias-de-la-reforma-judicial-338089.html
https://www.oej.mx/report/tercer-informe
https://www.oej.mx/report/tercer-informe
https://grupoanimal.mx/politica/eleccion-judicial-reforma-aspirantes-corte
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se resolvió la elección de los candidatos generó dudas sobre la profundidad del análisis para 
seleccionar a los perfiles más adecuados. Otros elementos de transparencia electoral fueron 
removidos, por ejemplo para la votación de personas juzgadoras se eliminó la garantía 
histórica de que los ciudadanos designados por el INE durante la jornada electoral, sean 
quienes cuenten los votos casilla por casilla. Esto, desde luego levantó muchas 
preocupaciones debido a que el nuevo esquema contempló que los votos serían contados en 
las oficinas de los Consejos Distritales del INE por los funcionarios públicos designados.  

La votación ciudadana en esta primera elección fue la más compleja en la historia de México. 
Por ejemplo, en la Ciudad de México se concursaron 168 plazas para jueces y magistrados 
federales. Cada rama del Estado (legislativo, ejecutivo y judicial) propuso dos candidatos por 
cada puesto, lo que resulta alrededor de un total de 1,008 candidaturas. Esto implicó que la 
ciudadanía debió evaluar cuidadosamente esta gran cantidad de opciones antes de emitir su 
voto en 2025. 

Todo eso sin contar los perfiles de la SCJN, del TEPJF, del Tribunal de Disciplina y sin tomar 
en cuenta el poder judicial estatal que son más numerosos. Por ello, en teoría para un tipo 
de votación así, es mucho el tiempo que una persona deberá pasar en la casilla de votación, 
y por supuesto, el tiempo que deberá tomar en decidir de manera consciente por qué 
candidato o candidata seleccionar, especialmente en aquellos circuitos con gran número de 
juzgados y tribunales.  

Como resultado de las distintas irregularidades, de los fallos logísticos y de la incertidumbre 
generada por la primera reforma, en junio de 2026 se aprobó una nueva reforma con el 
objetivo de hacer algunos ajustes como a continuación se presenta.  

 LA REFORMA DE LA REFORMA   

El pasado 2 de junio de 2026, se publicó en el Diario Oficial de la Federación un decreto que 
modificó algunas de las reglas descritas en el esquema anterior, pero en términos generales 
la manera de elegir jueces no ha cambiado, la influencia de los Comités de Evaluación para 
elegir candidatos y  la votación popular siguen siendo la pieza clave.  

Las principales modificaciones son las siguientes: 

1. Nueva fecha para segunda elección judicial: Se modificó la segunda elección que 
inicialmente se celebraría en el 2027 al primer domingo de junio del cuarto año del 
periodo constitucional de forma coincidente con las jornadas electorales, federales o 
locales. Esto es en junio de 2028. 
 

 

https://contralacorrupcion.mx/funcionarios-de-casilla-no-contaran-votos-en-la-eleccion-judicial/
https://contralacorrupcion.mx/funcionarios-de-casilla-no-contaran-votos-en-la-eleccion-judicial/
https://www.eleconomista.com.mx/politica/chocan-magistrados-tepjf-exclusion-ciudadania-conteo-votos-eleccion-judicial-20250226-748165.html
https://eljuegodelacorte.nexos.com.mx/quien-tiene-tiempo-de-votar-por-miles-de-jueces/
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5789357&fecha=02/06/2026#gsc.tab=0


 
Guía para Empresas sobre la Reforma Judicial en México: 

 Implicaciones y Riesgos 
 
 

8 

2. Suprema Corte de Justicia de la Nación: La reforma de 2024 eliminó la Primera y 
Segunda Sala como subórganos importantes para decidir algunos temas de manera 
eficiente en la SCJN. Esto generó un retraso sustancial, ya que tras la reforma todo 
asunto debe resolverse mediante largas y complejas sesiones de Pleno. La nueva 
reforma de 2026 señala que la SCJN con aprobación del pleno ahora podrá funcionar 
en “dos secciones”, esto servirá para superar el atraso provocado por la eliminación 
de las dos salas.  
 

3. Comités de Evaluación: Con la reforma de 2026, además de los tres Comités de 
Evaluación creados en 2024, el ajuste adicional es la creación de una Comisión 
Coordinadora integrada por una persona de cada Comité. Esta Comisión será 
responsable de verificar el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales 
de las personas participantes, establecer criterios y metodologías homologadas de 
evaluación, selección y exámenes, y emitir acuerdos que regulen los tres Comités. 
 

4. Reducción de listas de candidatos: Los nuevos cambios establecen una reducción 
en candidatos. Los Comités de Evaluación seleccionarán a cuatro personas para cada 
cargo, depurarán esta lista mediante insaculación pública o “tómbola” para ajustarlo 
a dos personas para cada cargo. Cada uno de los Poderes de la Unión seleccionará 
dos personas para cada cargo. Los ajustes permitirán que el INE “dividirá cada 
circuito judicial en los distritos judiciales necesarios para que, en ese ámbito 
territorial, la ciudadanía pueda elegir una candidatura por cada especialidad que 
corresponda a su circuito judicial de entre las propuestas que formule cada Poder y, 
en su caso, de las personas juzgadoras en funciones en el cargo a elegir”. Las listas 
seguirán teniendo una distinción destacando si son candidaturas del Ejecutivo, 
Legislativo o Poder Judicial.  
 

5. Escrutinio y cómputo de boletas: Como destacamos con anterioridad, conforme a la 
reforma de 2024 y a su implementación, se eliminó la histórica garantía de que los 
ciudadanos designados para cuidar las urnas, fueran quienes cuentan los votos en 
cada casilla. La reforma de 2026 señala que el “escrutinio y cómputo de los votos se 
realizará en la casilla donde fueron sufragados”. 
 

6. Reglas de ausencia o declinación: Cuando la falta de una Ministra o Ministro de la 
SCJN, Magistrada o Magistrado del TDJ y Magistrada o Magistrado del Tribunal 
Electoral excediere de un mes sin licencia o dicha falta se deba a su defunción, 
renuncia o cualquier causa de separación definitiva, ocupará la vacante la persona 
del mismo género que haya obtenido el segundo lugar en número de votos en la 

https://www.jornada.com.mx/2026/03/16/politica/005e1pol
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elección para ese cargo; en caso de declinación o imposibilidad, seguirá en orden 
de prelación la persona que haya obtenido mayor votación. El Senado de la República 
tomará protesta a la persona sustituta para desempeñarse por el periodo que reste 
al encargo. En caso de defunción, renuncia, destitución o ausencia definitiva de 
Magistradas o Magistrados de Circuito y Juezas o Jueces de Distrito, el órgano de 
administración judicial declarará vacante el cargo y deberá renovarse para un nuevo 
periodo en la elección inmediata posterior que corresponda. 
 

7. Tribunal de Disciplina Judicial: Con la nueva reforma, podrá evaluará el desempeño 
de las personas juzgadoras que resulten electas durante su primer año de ejercicio y 
aplicará programas de capacitación y actualización permanente, para lo cual podrá 
coordinarse con la Escuela Nacional de Formación Judicial. La ley establecerá los 
métodos, criterios e indicadores aplicables a los procesos de evaluación que 
correspondan. 
 

8. Sala Superior y extensión del mandato: En 2025 la primera reforma judicial le 
otorgó una extensión excepcional a los Magistrados integrantes de la Sala Superior 
del TEPJF para terminar en el año de 2027. La reforma de 2026 amplió este mandato 
al año de 2028 para los integrantes que no fueron electos mediante voto popular en 
2025, y para los electos en la elección extraordinaria un periodo de ocho años, que 
vencerá en 2033.  
 

9. Las reformas en las entidades federativas: Desde 2024 la reforma imponía a los 
estados miembros de la federación la obligación de adecuar los sistemas judiciales 
al nuevo modelo, sin embargo, la nueva reforma de 2026 reitera que la selección y 
elección de jueces y juezas deberá sujetarse en las mismas bases y procedimiento 
aplicados al Poder Judicial de la Federación. Esta reforma le pone fin a la mucha o 
poca creatividad que algunos Estados decidieron ejercer para implementar la 
reforma judicial de manera más “pro independencia judicial” o “pro 
profesionalización”, o poniendo candados para evitar la captura. Si en algunas 
entidades pusieron filtros de exigencia para los candidatos superiores a la elección 
federal, esta nueva cláusula limita el margen de cambio y ordena adoptar el esquema 
federal. 

¿CÓMO AFECTA LA REFORMA A LA CERTIDUMBRE JURÍDICA? 

Con los distintos cambios estructurales que se plantearon con las dos reformas judiciales 
en México en tan corto tiempo al sistema de justicia, la única constante ha sido la 
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incertidumbre jurídica. Algunos de los riesgos más importantes señalados por varios 
sectores son los siguientes: 

1. Independencia judicial: La elección de jueces por voto popular corre el riesgo de 
politizar el proceso judicial, ya que los candidatos podrían verse influidos por 
intereses políticos o económicos para asegurar su elección o reelección. Esto pone 
en riesgo el generar compromisos políticos, lo cual afecta la imparcialidad de las 
decisiones judiciales y, por ende, la confianza en el sistema de justicia.  

2. Inseguridad para inversionistas: La certidumbre jurídica es esencial para atraer y 
mantener inversiones. Cambios que afectan la estabilidad y previsibilidad del sistema 
legal pueden desalentar a inversionistas nacionales e internacionales, quienes 
buscan un entorno confiable para sus operaciones. La segunda reforma en un corto 
tiempo demuestra, por un lado las falencias de la primera reforma y por el otro la 
inestabilidad del sistema jurídico y político en su conjunto.  

3. Riesgo de injerencia externa: La posibilidad de que actores externos, como el crimen 
organizado, influyan en las elecciones judiciales es una preocupación latente y real. 
Esto podría debilitar aún más la confianza en el sistema judicial y el Estado de 
derecho. Por otro lado, tras el primer proceso electoral, organismos internacionales 
sí observaron influencia del propio gobierno en la distribución de acordeones y el uso 
inadecuado de recursos públicos, incluidos los programas sociales, con el objetivo de 
apoyar algunas candidaturas.  

4. Incertidumbre en la implementación: La creación de nuevos órganos y la 
reestructuración tan rápida del Poder Judicial pueden generar confusión y retrasos 
en la administración de justicia, afectando la eficiencia y eficacia del sistema. Esto 
implícitamente se confirmó con la desarticulación del funcionamiento de la SCJN al 
eliminar las dos salas en 2024 y luego tras retrasos desproporcionados, ser 
restauradas a modo de “secciones” en la reforma de 2026. 

¿LA SUSTITUCIÓN GENERALIZADA DE JUECES AFECTARÁ LOS PRECEDENTES YA ESTABLECIDOS? 

Dados los requisitos mínimos requeridos, no se asegura un conocimiento jurídico técnico 
básico, mucho menos el conocimiento y entendimiento de la jurisprudencia y precedentes 
en México. La reforma no hace esfuerzos para que los nuevos jueces estén mejor preparados 
que los jueces anteriores.  

Pese a que durante la etapa de iniciativas constitucionales –que resultó en la aprobación de 
la segunda reforma de 2026— distintas iniciativas de la sociedad civil propusieron sustituir 
los requisitos formales actuales por una certificación técnica integral a cargo de la Escuela 

https://www.ibanet.org/Mexico-judicial-overhaul-implications-for-North-American-companies
https://www.oas.org/fpdb/press/2025_MEXICO_MOE_Elecciones_Judiciales_-Informe_Preliminart_ESP.pdf
https://www.gob.mx/presidencia/prensa/presenta-gobierno-de-mexico-micrositio-para-registro-de-aspirantes-a-candidaturas-para-eleccion-del-poder-judicial#:%7E:text=Los%20requisitos%20para%20realizar%20el,de%20residencia%20en%20el%20pa%C3%ADs%3B
https://www.fundacionjusticia.org/hacia-una-independencia-judicial-con-reglas-claras-y-perfiles-idoneos-red-por-la-independencia-judicial/
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Nacional de Formación Judicial con el objetivo de evaluar competencias, conocimientos y 
ética, y además también evaluar en los hechos la interpretación y razonamiento jurídico, 
perspectiva de género e interseccionalidad, enfoque de derechos humanos, comprensión de 
contextos sociales de personas justiciables y aptitud en el servicio, estos cambios no fueron 
incorporados desaprovechando una ventana de oportunidad en junio de 2026 para mejorar 
sustancialmente el sistema de justicia. 

Aunque ni la reforma judicial de 2024 ni la de 2026 ordenan explícitamente una derogación 
de los precedentes existentes, en los hechos, un cambio de persona juzgadora no está exento 
de que él o la nueva titular designada decida modificar la jurisprudencia construida por el 
órgano al que estará adscrito. Es muy común que esto suceda, y a nivel de sistema de 
precedentes es lo que quizá pueda suceder a un nivel sistémico.  

En el sistema de nombramiento mediante carrera judicial antes de 2024, los años de 
formación que se requerían para ser juez generaba una sensibilidad y aprendizaje sobre los 
precedentes. Sin este entrenamiento, los jueces electos podrían decidir alejarse de ellos si 
no están construidos en favor de demandas populares o alineados conforme a los intereses 
de sus votantes, afectando la certeza jurídica y la legitimidad de las decisiones judiciales.  

Este aspecto es el más importante para un ambiente de inversiones sano, por lo tanto, 
problematizaremos qué alcances podría tener esto. La sustitución masiva de personas 
juzgadoras planteada por la reforma judicial en México genera serios desafíos en sectores 
clave como la energía. A continuación, se analiza un ejemplo específico. 

Energía  

Durante el último sexenio el sector energético enfrentó conflictos legales 
relacionados con la reforma a la Ley de la Industria Eléctrica (LIE) aprobada en 2021, 
esto por estar en contradicción con la reforma constitucional de 2013. Los cambios 
de 2021 en la LIE principalmente priorizaban a la Comisión Federal de Electricidad 
(CFE) sobre los generadores privados, lo que se interpretó como una expropiación 
indirecta de inversiones extranjeras y desincentivó proyectos de energías limpias. 
Esto derivó en tensiones con socios comerciales como Estados Unidos y Canadá y la 
amenaza de que México enfrentara paneles de controversias ante el T-MEC que 
fueron formulados en 2022 por Estados Unidos. 

Ante esta reforma legislativa, más de 250 amparos fueron presentados, suspendidos 
y posteriormente reactivados con la resolución de la SCJN que dejó la 
constitucionalidad de la ley en manos de tribunales inferiores al no completarse la 
votación adecuada para una acción de inconstitucionalidad. Sin embargo, 
posteriormente la Segunda Sala de la SCJN determinó que, de conformidad con la 

https://www.eleconomista.com.mx/empresas/Estados-Unidos-tambien-quiere-evitar-un-panel-energetico-AMLO-20221014-0062.html
https://www.eleconomista.com.mx/empresas/Estados-Unidos-tambien-quiere-evitar-un-panel-energetico-AMLO-20221014-0062.html
https://www.heraldo.mx/suma-ley-electrica-mas-de-250-amparos/
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Constitución y su reforma de 2013, el orden de prelación en el despacho de energía 
eléctrica regulado en la Ley de la Industria Eléctrica de 2021, transgredía los 
principios de competencia y libre concurrencia. Ello porque, en lugar de atender a un 
criterio de eficiencia como lo señalaba la Constitución, la legislación priorizó a quienes 
pueden celebrar contratos con compromiso de entrega física, es decir, a los 
generadores del Estado (CFE) o a las plantas asociadas a éstas, lo que generó una 
alteración en el mercado eléctrico. 

La propia Sala precisó que el supuesto fortalecimiento de las empresas del Estado no 
es razón para desconocer el marco constitucional en materia de energía eléctrica, ya 
que no podía ignorarse que en ciertas actividades, como la generación de electricidad, 
CFE es un competidor más del mercado e, incluso, el Reformador de la Constitución 
ordenó otorgarle una estructura que le permita competir en igualdad de 
circunstancias, de ahí que el legislador secundario no podía introducir un diseño que 
entorpezca la libre concurrencia y competencia. 

Algunos medios de opinión pública aseguraron que esta resolución de la Segunda 
Sala salvó a México de tener que enfrentar paneles de controversias en el T-MEC. 

¿CUÁLES SON LOS ALCANCES DEL ARBITRAJE FRENTE A ESTE AMBIENTE DE INCERTIDUMBRE? 

Se ha sugerido que el arbitraje nacional o internacional podría ser la vía mediante la cual el 
sector privado podría enfrentar la incertidumbre generada por la reforma judicial.  

Es importante señalar que México continúa regulando el arbitraje internacional mediante el 
Código de Comercio, basado en la Ley Modelo de la CNUDMI, y es parte de tratados como el 
T-MEC y el CIADI. La reforma no tocó las partes sustantivas de esta legislación. Sin embargo, 
en 2023, México enfrentó múltiples casos arbitrales relacionados con inversiones, 
especialmente en minería y energías renovables, destacando disputas por cambios 
legislativos que impactan derechos de inversionistas. 

El arbitraje, aunque pueda ser una solución razonable ante la reforma también tiene 
limitaciones: 

1. El costo y accesibilidad: los procedimientos arbitrales internacionales pueden ser 
costosos, limitando su uso a grandes empresas con recursos suficientes. Además, no 
todas las empresas incluyeron clausulas arbitrales en sus contratos de inicio, esto 
podría ser un obstáculo para usar este mecanismo para resolver controversias.  
 

2. Intervención judicial en el arbitraje: aunque el artículo 1421 del Código de Comercio 
reconoce el principio general de no intervención judicial en el arbitraje, existen algunos 

https://energiaadebate.com/decision-de-la-corte-sobre-la-lie-salvo-a-mexico-de-los-paneles-del-tmec/
https://www.eluniversal.com.mx/cartera/avanzan-arbitrajes-contra-mexico-proceden-casos-de-minera-coeur-y-barcos-de-highlands-arrendados-a-oceanografia/
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supuestos en los que esta intervención es necesaria, como son los siguientes: (i) 
reconocimiento, ejecución y nulidad de laudos arbitrales; (ii) medidas cautelares; (iii) 
asistencia en el desahogo de pruebas; (iv) remisión de las partes al arbitraje; (v) 
asistencia en la constitución del tribunal arbitral; (vi) resolución judicial sobre 
competencia del tribunal arbitral.; y (vii) consulta de honorarios del tribunal arbitral.  

 
La reforma judicial suscita preocupaciones en estos supuestos limitados de intervención 
judicial en el arbitraje, debido a que en ellos es indispensable una judicatura proclive a 
auxiliar los procedimientos arbitrales. Los siguientes supuestos de intervención judicial en 
el arbitraje generan especial inquietud a raíz de la reforma judicial:  

 
I. Reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales: el laudo arbitral en México tiene 

una naturaleza privada, sin embargo, para ejecutarse requiere un acto 
jurisdiccional, que debe ser emitido necesariamente por una persona Juzgadora. El 
artículo 1461 del Código de Comercio vigente señala que un laudo arbitral, 
cualquiera que sea el país en que haya sido dictado, será reconocido como 
vinculante y, después de la presentación de una petición por escrito al juez, será 
ejecutado de conformidad con las disposiciones de la legislación. Sin embargo, el 
artículo 1462 también le da la facultad al Juez de decidir negar el reconocimiento o 
la ejecución de un laudo arbitral en los siguientes casos: 
 
A. La parte contra la cual se invoca el laudo, pruebe ante el juez competente del país en 

que se pide en reconocimiento o la ejecución que: 
a. Una de las partes en el acuerdo de arbitraje estaba afectada por alguna 

incapacidad, o que dicho acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las 
partes lo han sometido, o si nada se hubiere iniciado a este respecto, en virtud 
de la ley del país en que se haya dictado el laudo; 

b. No fue debidamente notificada de la designación de un árbitro o de las 
actuaciones arbitrales, o no hubiere podido, por cualquier otra razón, hacer 
valer sus derechos; 

c. El laudo se refiere a una controversia no prevista en el acuerdo de arbitraje o 
contiene decisiones que exceden los términos del acuerdo de arbitraje. No 
obstante, sin las disposiciones del laudo que se refieren a las cuestiones 
sometidas al arbitraje pueden separarse de las que no lo están, se podrá dar 
reconocimiento y ejecución a las primeras; 

d. La composición del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se ajustaron 
al acuerdo celebrado entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, que no se 
ajustaron a la ley del país donde se efectuó el arbitraje; o 

e. El laudo no sea aún obligatorio para las partes o hubiere sido anulado o 
suspendido por el juez del país en que, o conforme a cuyo derecho, hubiere sido 
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dictado ese laudo; o 
 

B. El juez compruebe que, según la legislación mexicana, el objeto de la controversia no 
es susceptible de arbitraje; o que el reconocimiento o la ejecución del laudo son 
contrarios al orden público. 

 
Esta segunda hipótesis es una cláusula abierta de interpretación que la persona juzgadora 
debe dar contenido. La noción abierta de “orden público” plantea un desafío significativo 
frente a la reciente reforma judicial en México. Este contexto crea un entorno en el que el 
“orden público”, definido como un conjunto de principios pueden ser susceptibles a 
interpretaciones amplias e inconsistentes, particularmente bajo la influencia de la 
politización del poder judicial. 

 
II. Nulidad de laudos arbitrales: el artículo 1462 del Código de Comercio faculta al 

juez para anular un laudo arbitral en los mismos casos en que puede negar su 
reconocimiento y ejecución, con la excepción de que el laudo no sea aún obligatorio 
para las partes o haya sido anulado o suspendido por el juez del país donde se 
emitió. Dado que los supuestos para negar el reconocimiento y ejecución de los 
laudos arbitrales son muy similares a los que justifican su nulidad, las 
preocupaciones relacionadas con el reconocimiento y ejecución también son 
aplicables al tema de la nulidad, especialmente en el contexto de la reforma. 
 

III. Medidas cautelares: El artículo 1425 del Código de Comercio permite a las partes 
en un arbitraje solicitar al juez medidas cautelares provisionales, ya sea antes de 
iniciar el proceso arbitral o durante su desarrollo. La intervención del juez al 
conceder estas medidas es esencial para preservar el objeto de la controversia 
arbitral, ya que, de no adoptarse, podría afectarse de forma irreversible la materia 
del arbitraje, comprometiendo la eficacia de un eventual laudo. Por ello, resulta 
crucial que los jueces ejerzan esta facultad de manera responsable, considerando 
que tienen plena discreción para otorgar dichas medidas cautelares. 

 
En suma, las preocupaciones en esta materia a raíz de la reforma judicial surgen porque la 
intervención judicial en el arbitraje, si bien limitada, es de importancia toral para el adecuado 
desarrollo de los procedimientos arbitrales; por lo cual, es imprescindible contar con una 
judicatura dispuesta a auxiliar al arbitraje, que lo haga conforme de forma responsable, 
conforme a derecho, y, sobre todo, que limite su intervención a los supuestos de ley.  
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PERMISOS, LICENCIAS Y CONCESIONES: ¿HABRÁ DECISIONES IMPARCIALES? 

Cuestiones como los permisos, licencias y concesiones estarán más expuestas a la influencia 
de la política económica del Poder Ejecutivo debido a que la materia energética es parte toral 
de la agenda política del gobierno en turno. Además, los cambios en esta materia como 
reacción a la Reforma Energética han provocado inconformidades en el sector privado, 
desembocando en múltiples litigios cuyo conocimiento ha recaído en el Poder Judicial. 

En ese contexto, el panorama actual impacta notablemente la materia energética y pone en 
riesgo la imparcialidad de las decisiones judiciales en este tipo de controversias, ya que los 
jueces electos podrían estar inclinados a resolver bajo las directrices del gobierno o las 
demandas populares, en lugar de hacerlo conforme a la legalidad. 

La elección popular de jueces y la creciente politización del sistema judicial pueden conducir 
a un escenario donde las decisiones relacionadas con permisos, licencias y concesiones se 
interpreten como instrumentos para apoyar las políticas económicas del gobierno en turno. 
Por ejemplo: 

• Si el Ejecutivo decide priorizar fuentes de energía fósiles sobre renovables, los jueces 
podrían interpretar que una negativa a otorgar permisos a empresas de energía 
renovable está justificada bajo criterios de "soberanía energética" o "protección del 
interés nacional". 

• En el caso de concesiones de infraestructura energética, como gasoductos o plantas 
eléctricas, los jueces podrían negar la revisión de decisiones arbitrarias por parte de 
las autoridades administrativas, argumentando que estas están alineadas con la 
política económica del Estado, incluso si violan principios legales o compromisos 
internacionales. 

Escenarios posibles en Materia Energética: 

1. Concesiones para Energías Renovables: Una empresa extranjera solicita una concesión para 
operar un parque eólico, pero la autoridad administrativa la rechaza alegando que interfiere 
con los planes de generación de electricidad de la Comisión Federal de Electricidad (CFE). Con 
la reforma judicial, es probable que un juez, influido por el discurso político del Ejecutivo sobre 
"soberanía energética", ratifique esta decisión sin analizar adecuadamente su legalidad. 

2. Permisos para Importación de Gas Natural: Si el gobierno adopta una política de 
autosuficiencia energética, los jueces podrían respaldar decisiones administrativas que 
nieguen permisos para importar gas natural, incluso si estas decisiones afectan la 
competitividad de industrias clave, como la manufacturera o la de generación eléctrica. 

3. Revisión de Contratos de Concesión en Energía: Si una empresa internacional tiene un 
contrato para operar una planta hidroeléctrica y el gobierno busca rescindirlo por razones 
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políticas, la posibilidad de que un juez intervenga de manera imparcial para revisar la 
legalidad de la decisión sería limitada, especialmente si teme represalias políticas o busca 
preservar su popularidad. 

Los riesgos e incertidumbres en estos escenarios son: 

• Falta de especialización: El juez podría no tener experiencia en temas administrativos ni 
en el marco legal aplicable a concesiones y licencias del sector energético. Esto podría 
llevar a decisiones que no consideren los aspectos técnicos y jurídicos del caso. 

• Criterios políticos: En lugar de basarse en principios legales, el juez podría priorizar 
consideraciones políticas, como alinearse con discursos que favorecen el control estatal 
sobre la industria energética o desincentivan la participación de actores internacionales.  

• Falta de independencia: La elección popular podría influir en que los jueces eviten 
decisiones impopulares o que vayan en contra de los lineamientos gubernamentales, 
incluso si estas son correctas en términos legales. Esto podría llevar a que el juez 
ratifique la negativa de la autoridad administrativa, simplemente para evitar conflictos 
políticos o sociales. 

Este escenario provoca una afectación directa a la confianza de los inversionistas en el 
sistema jurídico mexicano. Si los jueces no pueden garantizar una resolución imparcial y 
basada en la ley, las empresas dudarán en invertir en el país, especialmente en sectores 
estratégicos como el energético. Además, esta falta de certeza jurídica limita la capacidad 
de los tribunales para corregir decisiones arbitrarias de las autoridades administrativas, 
consolidando un entorno de inseguridad legal que afecta el desarrollo económico y social del 
país. 

PUNTOS A HACER CONCIENCIA PARA EMPRESAS E INVERSIONISTAS: 

1. La sustitución masiva de jueces aumenta la imprevisibilidad en las decisiones 
judiciales, afectando la estabilidad legal esencial para las inversiones. 

2. La falta de certidumbre jurídica exige documentar las operaciones comerciales en 
contratos con clausulado claro y, por ende, sin mayor margen de interpretación que 
pueda motivar controversias judiciales. 

3. Las decisiones relacionadas con licencias y concesiones podrían alinearse con políticas 
gubernamentales en lugar de basarse en principios legales, afectando sectores como 
energía, minería y comercio. 

4. El riesgo que los jueces puedan estar en coordinación con los actores políticos es 
latente, y esto desde luego pone en riesgo el respeto a las inversiones privadas, con el 
riesgo adicional de expropiaciones sin justa indemnización y sin una autoridad 
jurisdiccional imparcial que vele por un pago justo.  
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5. El arbitraje cobra mayor relevancia como una herramienta viable para resolver 
disputas. Además de implicar costos adicionales, también podría enfrentar desafíos en 
ejecución en México debido a los variados supuestos de intervención judicial en el 
arbitraje, especialmente bajo la interpretación del concepto de "orden público". 

6. Es crucial monitorear los desarrollos legislativos secundarios y el proceso de 
implementación para ajustar estrategias legales y comerciales ante posibles cambios 
regulatorios. 

7. El sector privado se ha encontrado con que la judicatura local en ocasiones ha carecido 
de integridad e independencia al resolver conflictos. Ahora, con la reforma judicial la 
garantía de contar con el amparo (resuelto por la Judicatura Federal) como un recurso 
efectivo resuelto por jueces federales independientes y preparados queda como una 
interrogante. 

8. Un plan estratégico legal para enfrentar posible modificación de criterios 
jurisprudenciales en sintonía con las políticas del ejecutivo es muy importante.  

9. Es esencial que los abogados de empresas actúen con un enfoque serio, ético y 
elevando la calidad de los argumentos jurídicos presentados a jueces, que obliguen a 
estos al estudio y a la reflexión. 
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